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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor REINALDO VARGAS ORTEGA, en contra de la decisión adoptada el 21 de marzo de 2017 por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, mediante la cual negó la protección de los derechos fundamentales invocados por él, en contra del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR –ICBF-.
ANTECEDENTES

El señor REINALDO VARGAS ORTEGA instauró acción de tutela en contra del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF-, en atención a los hechos que a continuación se relacionan: 

· Es padre biológico de los menores MARÍA DE LOS ÁNGELES VARGAS JARAMILLO, LAURA SOFÍA VARGAS JARAMILLO y DILAN ALEJANDRO VARGAS JARAMILLO. 

· El 28 de febrero de 2014 reportaron en el ICBF que sus hijos eran víctimas de maltrato infantil, y que su esposa y él los utilizaban para la mendicidad, por lo tanto, se adelantaron los respectivos procesos ante el Bienestar Familiar y la Comisaría de Familia. 

· Son personas de escasos recursos, y es cierto que su esposa salía y pedía ayuda para así poder alimentar a sus hijos, pues él trabajaba como jornalero en una agencia de madera y en muchas ocasiones no le alcanzaba el dinero para sufragar los gastos que requerían sus hijos; también les llegaba una cuota módica como desplazados, que sólo les alcanzaba para algunas cosas de aseo personal. 

· Una vez realizada la investigación por parte de la Comisaría y Bienestar Familiar, encontraron que sus dos hijos deben ser acogidos por éstos, ya que se les estaban vulnerando sus derechos como niños y no tenían todo lo que se requería para tener una vida más saludable.

· Debido a la falta de los menores su esposa está sufriendo depresión, y para él también ha sido muy difícil ya que llevan tres años sin poder tener contacto con los niños, pues les han quitado el derecho a verlos.
· No tienen recursos, pero su esposa siempre estaba con los niños, y trataban de darles lo necesario.  

Así las cosas, solicitó que se ordene revocar la mencionada decisión para que sea abierto de nuevo el caso y se vuelva a investigar, para así poder tener a sus hijos otra vez con ellos. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA

1. Admisión:

El Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, admitió la petición de amparo mediante auto del 7 de marzo del año avante, en contra del ICBF de Santa Rosa de Cabal, a quien ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos en la forma indicada en la ley. 
2. Respuesta de la entidad accionada: 

El ICBF a través de su Directora a Nivel Regional de Risaralda, Dra. María Consuelo Montoya Puerta, allegó un escrito mediante el cual se pronunció respecto de los hechos demandados en esta acción constitucional, así: 

· El caso fue conocido por el Centro Zonal de Santa Rosa de Cabal, donde se recibió informe por parte de uno de los Centros de Desarrollo Infantil CDI, donde reportaron el caso de dos menores, MARÍA DE LOS ÁNGELES, de 3 años de edad, y DILAN ALEJANDRO, de 3 meses, quienes eran utilizados por su progenitora para ejercer la mendicidad, y sumado a ello les propiciaba malos tratos. Además tienen una hermana, LAURA SOFÍA, de 2 años de edad, quien se encontraba viviendo con sus padrinos de bautizo. 
· Al verificar el caso, se encontró que la vivienda en la que vivían los dos menores inicialmente mencionados presentaba inadecuadas condiciones de higiene y humedad, ocasionando enfermedades respiratorias en los niños. El padre de las menores recibía ayudas económicas del estado por ser desplazado, y también de Familias en Acción, pero no hacían buen uso éstas, pues se gastaba el dinero jugando en máquinas, lo que obligaba a la madre a salir con sus dos hijos a ejercer la mendicidad.

· Después de la realización de diferentes visitas por parte de esa Institución, se inició el proceso administrativo de restablecimiento de derechos de los menores, pues en el transcurso de las mismas se evidenció el incumplimiento de la familia para trasladar a los niños a las citas médicas, y especialmente el niño DILAN tenía pendiente desde su nacimiento la realización de una cirugía “por diagnóstico de mega prepucio y reconstrucción peneana” que no se había practicado, ni solicitado su autorización; se determinó que los tres niños se encontraban en una alta amenaza y peligro para el ejercicio de sus derechos, lo cual se asoció con la negligencia de los padres, sumado a manifestaciones de los vecinos, quienes señalaban antecedentes del padre como posible abusador sexual y el maltrato de la madre hacia sus hijas. De esta manera, con el inicio del proceso, se ordenó el retiro de los menores del medio familiar y se adoptó una medida temporal de “colocación familiar en hogar sustituto”. 

· El equipo interdisciplinario de la Defensoría de Familia realizó valoración y seguimiento del caso, con acompañamiento de la trabajadora social, la psicóloga y nutricionista, y allí se encontró que señora ÁNGELA MARÍA tiene otros cuatro hijos, que abandonó con su madre y no volvió a saber nada de ellos, pues el ICBF con sede en Tuluá se los iba a quitar por estar ejerciendo la mendicidad. También se recibió en esa Institución un escrito del 29 de agosto de 2014, en donde la madre sustituta de la menor MARÍA DE LOS ÁNGELES informó que, cuando la llevó al control de crecimiento y desarrollo le contó a la médica que el papa le tocaba sus genitales y senos.
· Una vez agotadas las etapas procesales, se realizó Audiencia de Práctica de Pruebas y Fallo el 19 de septiembre de 2014, en la que se declaró la vulneración de los derechos de los niños y se confirmó la medida inicialmente ordenada; y en esa oportunidad se ordenó también el correspondiente seguimiento al reintegro familiar, en el cual las niñas podían ser visitadas una vez al mes por sus padres. 
· Mediante acta de análisis de caso del 10 de febrero de 2015, realizado por los equipos interdisciplinarios de la Defensoría de Familia y medios institucionales, frente a la situación familiar, se señaló que: "El señor Reinaldo Vargas tiene unos patrones arraigados machistas, presentó ausencia materna, sustenta todo desde la posición violenta, y reconoce que esto le ha ocasionado dificultades, lo cual le ha causado diversas dificultades como tener que desplazarse y tener que hacerse llamar Carlos, gasta su dinero en juego y licor, durante el proceso fue difícil vincularlo, pero a partir del cinco de diciembre de 2014, no volvió a intervenciones ni a visitas sustentando que por su trabajo no tiene tiempo de ir a estos espacios y que está desmotivado porque siente que los niños no se los van a entregar. Cuando se le menciona la situación de posible abuso sexual frente a su hija, él lo niega, las niñas no revelan vínculo afectivo en las visitas biológicas con el padre. Por relato de la misma madre de los niños, dicho señor ha erigido amenazas de muerte frente a su hija LAURA SOFIA, y que él abusó de una hijastra y maltrataba a su hijastro, pero no reporta los nombres ni ubicación de dichos niños.
La señora ÁNGELA JARAMILLO, no se encuentra empoderada de su rol, presenta un discurso ambiguo, reconoce las dificultades de su pareja, es analfabeta, no trabaja, ni ejerce funciones activas en el hogar, se encuentra vinculada a un iglesia, se excusa aduciendo que se siente enferma pero no comprueba sus dolencias con soportes médicos, tienes tres hijos más pero manifiesta desconocer su ubicación y la del resto de familiares".
· A través de Resolución No. 37 del 18 de agosto de 2015, se declaró en situación de adoptabilidad a los 3 niños y se ordenó vincularlos al Programa de Adopciones, y se declaró terminada la patria potestad respecto de los progenitores de los menores, al determinar su falta de idoneidad.

A consideración de esa entidad, las actuaciones se realizaron con observancia de la norma aplicable, esto es, la Ley 1098 de 2006 "Código de la Infancia y la Adolescencia", y en atención al interés superior de los niños; con sujeción al debido proceso de las partes interesadas.
Explicó además que la oportunidad para oponerse a la declaratoria de situación de adoptabilidad y declaración de pérdida de la patria potestad de los padres de los niños era en la audiencia de fallo, momento en el cual se podía interponer recurso de reposición luego de la notificación, o dentro de los veinte (20) días siguientes a la ejecutoria de la resolución, para que fuera remitido a un Juzgado de familia en sede de homologación, sin embargo, el término transcurrió y las partes guardaron silencio, por lo que según constancia del 5 de octubre de 2015, quedó en firme la decisión, con lo cual se evidencia que no hicieron uso de los recursos que tenían a su alcance conforme a la Ley 1098 de 2006, lo que torna en improcedente el uso de la acción de tutela. 

Finalmente expuso que mediante sentencia del 11 de octubre de 2016, se decretó la adopción de los menores María de los Ángeles y Dilan Alejandro, decisión que se encuentra debidamente ejecutoriada.
3. Decisión: 

Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Juzgado de conocimiento decidió mediante sentencia del 21 de marzo de 2017, negar por improcedente la solicitud de amparo invocada, ello por cuanto el accionante no hizo uso de los mecanismos legales que tuvo a su alcance en el momento procesal oportuno, y tampoco cumplió con el requisito de inmediatez, pues los hechos que saca a relucir en esta oportunidad datan del año 2015. 

FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció la decisión de instancia, el señor REINALDO presentó escrito de impugnación, el cual sustentó bajo los siguientes argumentos:

· Su derecho fundamental a la familia está siendo vulnerado con la medida decretada por el ICBF, pues con ella se rompe el principio de protección integral de la familia de que habla el artículo 42, y se desconoce el derecho de sus hijos a tener una familia y no ser separados de ella, el cual está contemplado en el artículo 44 Ibídem como un derecho fundamental que goza de especial protección constitucional, así como en Instrumentos Nacionales a través del Bloque de Constitucionalidad, al considerar que se trata del medio natural de crecimiento y bienestar de sus miembros, en especial de los niños sujetos de protección especial.

· Por otra parte, trajo a colación una cita jurisprudencial respecto de la procedencia excepcional de la acción de tutela contra las actuaciones administrativas adelantadas por funcionarios del ICBF, cuando con las mismas se amenazan o vulneran derechos fundamentales. 
Por lo tanto, solicitó que se conceda la protección constitucional reclamada, y en consecuencia se ordene al ICBF revocar la medida de adoptabilidad de sus hijos y se realicen los trámites para entregárselos nuevamente.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la acción de tutela resulta procedente para revocar el acto administrativo por medio del cual el ICBF declaró la condición de adoptabilidad de los tres hijos del señor REINALDO VARGAS ORTEGA, al existir vulneración de su derecho fundamental a la familia dentro del trámite adelantado por esa entidad. 

3. Solución: 

Según el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, la acción de tutela es un instrumento confiado a los Jueces para brindar a quien la reclama, la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido quebrantados por la acción u omisión de una autoridad pública, o excepcionalmente de los particulares, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en nuestra Carta Magna. 

Materia de decisión para esta Colegiatura la constituye la pretensión del señor REINALDO VARGAS en el sentido de dejar sin efectos un acto administrativo expedido por el ICBF, mediante el cual declaró el estado de adoptabilidad de sus hijos biológicos, retirándole la patria potestad de los mismos, según él, con desconocimiento de sus derechos fundamentales, entre ellos, a la familia. Por esta razón, antes de efectuar un pronunciamiento sobre el caso concreto, se hará un breve recuento sobre marco normativo que cobija la actuación adelantada por el ICBF, y que culminó con la decisión que hoy se cuestiona por el accionante.  
El artículo 42 Superior, constituido como un derecho de rango fundamental, ha consagrado que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad, y que el estado y la sociedad deben garantizar su protección integral. 
A su vez, el artículo 44 Ibídem contempla de manera especial cuáles son los derechos fundamentales que se deben garantizar a todos los niños, estos son: “la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. (…)”.
Se desprende del texto anterior que, de forma genérica los niños deben crecer acompañados de su familia y tienen derecho a no ser separados de ella, sin embargo, también es enfático dicho artículo al señalar que es obligación velar, entre otras cosas, por su integridad física, alimentación equilibrada, y que deberán ser protegidos de cualquier forma de violencia física o moral. 

En concordancia con lo anterior, la Ley 294 de 1996, por medio de la cual se desarrolla el inciso 5º del artículo 42 de la Constitución Política, que reza: “Cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley”, y dicta normas para prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar; establece como uno de los principios para su interpretación y aplicación, que los derechos de los niños prevalecen sobre los de los demás
. 

Por su parte, el artículo 18 de la Ley de Infancia y Adolescencia es claro al precisar que los niños, las niñas y adolescentes tienen derecho a la protección de su integridad personal, lo que se traduce en la salvaguarda de cualquier acción u omisión que se constituya en maltrato infantil: 

“Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a ser protegidos contra todas las acciones o conductas que causen muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico. En especial, tienen derecho a la protección contra el maltrato y los abusos de toda índole por parte de sus padres, de sus representantes legales, de las personas responsables de su cuidado y de los miembros de su grupo familiar, escolar y comunitario.

Para los efectos de este Código, se entiende por maltrato infantil toda forma de perjuicio, castigo, humillación o abuso físico o psicológico, descuido, omisión o trato negligente, malos tratos o explotación sexual, incluidos los actos sexuales abusivos y la violación y en general toda forma de violencia o agresión sobre el niño, la niña o el adolescente por parte de sus padres, representantes legales o cualquier otra persona.”  
En igual sentido, el artículo 20 de la norma en cita, ha enlistado las circunstancias contra las cuales deben ser protegidos los niños, cualquiera sea que llegue a atentar contra sus derechos, pero es concreto en especificar que serán especialmente resguardados del abandono físico, emocional y psicoafectivo de sus padres, la explotación económica (especialmente en su utilización para la mendicidad), así como cualquier conducta que atente contra su libertad, integridad y formación sexuales.
De este modo, es evidente que el Estado se ha preocupado en buscar que los derechos de los niños, niñas y adolescentes sean respetados en toda su extensión, y para ello ha dispuesto una serie de mecanismos especiales, tanto administrativos como jurisdiccionales para garantizar que ello suceda, de manera que, en los casos donde se ponen en riego tales derechos, deben ser activadas las gestiones para su restablecimiento efectivo, en atención a los principios de protección integral y del interés superior del menor.
Tal es entonces la preponderancia de los derechos de los menores, que existen eventos en los que, comprobada la amenaza a su integridad, pueden llegar a ser separados de su familia: 

“Artículo 22. Derecho a tener una familia y a no ser separado de ella. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a tener y crecer en el seno de la familia, a ser acogidos y no ser expulsados de ella.

Los niños, las niñas y los adolescentes sólo podrán ser separados de la familia cuando esta no garantice las condiciones para la realización y el ejercicio de sus derechos conforme a lo previsto en este código. (…)”.
Así las cosas, existen Autoridades Administrativas como el ICBF, creadas legalmente para “(…) vigilar que quienes ejercen la patria potestad o la guarda cumplan sus deberes para con el menor (…)”
, y “propender y fortalecer la integración y el desarrollo armónico de la familia, proteger al menor de edad y garantizarle sus derechos.”
.
La mencionada entidad ha sido instituida, según el parágrafo del artículo 11 de la Ley 1098 de 2006, como el “ente coordinador del Sistema Nacional de Bienestar Familiar” y entre sus funciones “definirá los lineamientos técnicos que las entidades deben cumplir para garantizar los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, y para asegurar su restablecimiento.”.
Ahora, el artículo 96 de la misma normativa, se refiere a las competencias que tienen las Comisarías y las Defensorías de Familia, dependencias del ICBF, para el restablecimiento de los derechos inherentes de los niños, y en cuanto a las funciones de estas últimas, que es lo que en esta oportunidad atañe estudiar, han sido desarrolladas en el artículo 82, así:
“ARTÍCULO 82. FUNCIONES DEL DEFENSOR DE FAMILIA. Corresponde al Defensor de Familia:

1. Adelantar de oficio, las actuaciones necesarias para prevenir, proteger, garantizar y restablecer los derechos de los niños, las niñas, los adolescentes y las adolescentes cuando tenga información sobre su vulneración o amenaza.

2. Adoptar las medidas de restablecimiento establecidas en la presente ley para detener la violación o amenaza de los derechos de los niños, las niñas o los adolescentes.

(…)

14. Declarar la situación de adoptabilidad en que se encuentre el niño, niña o adolescente.

15. Autorizar la adopción en los casos previstos en la ley.”

Por lo tanto, las Defensorías de Familia -adscritas al ICBF- tienen competencia atribuida por la ley, para iniciar de oficio las actuaciones e investigaciones que consideren pertinentes, cuando tienen noticia acerca de una amenaza o vulneración a los derechos de un menor, y una vez adelantado el correspondiente proceso administrativo contemplado en el capítulo IV de la Ley de Infancia y Adolescencia, están dotadas de facultades suficientes para declarar la situación de adoptabilidad en que se encuentre el niño, y posteriormente autorizar su adopción. 

Caso concreto:  

De entrada esta Colegiatura advertirá que la decisión de primera instancia será avalada, y ello tiene razón de ser, en que, al aplicar el precedente normativo al que se ha hecho alusión al presente asunto, se encuentra que las gestiones administrativas adelantadas por la entidad accionada fueron realizadas con acogimiento de las normas aplicables al caso, y conforme a las competencias que se le han designado. 
Debe mencionarse que no se vislumbra la forma en la cual pudieron ser vulnerados los derechos fundamentales del señor VARGAS ORTEGA, y tampoco fue demostrado por su parte el supuesto perjuicio que se le haya podido causar, pues contrario a ello, lo que se logra entrever es que por cuestionables quejas en su contra, y de su esposa, realizadas por parte de un Centro de Desarrollo Infantil, se inició en la Defensoría de Familia de Santa Rosa de Cabal un proceso administrativo de restablecimiento de derechos en favor de sus hijos, durante el cual, tanto él como su esposa, tuvieron el acompañamiento del grupo interdisciplinario de la Defensoría de Familia que adelantaba el caso, se estudió la posibilidad del reintegro familiar (previo al seguimiento en el que se demostrara su idoneidad como padres de los niños), pero infortunadamente, lo único que en el transcurso de ese trámite se logró demostrar fue su falta de interés hacia el asunto, pues cuando tuvo la oportunidad, por ejemplo, de realizar las visitas supervisadas a las cuales tenía derecho no asistía, incluso, como señaló la Directora del ICBF, según acta de análisis del caso realizada el 10 de febrero de 2015, se consignó en ella que desde el 5 de diciembre de 2014 el señor REINALDO no quiso volver a las intervenciones argumentando falta de tiempo, no obstante, para ese momento ya se había logrado establecer de forma suficiente que su comportamiento tenía “patrones arraigados machistas” y que sustentaba todo desde la violencia, lo que le ocasionaba dificultades tales como tenerse que presentar con otro nombre para no ser identificado, además el dinero que lograba obtener lo gastaba en juegos y en licor. 

Se comprobó además que la situación que inicialmente se puso en conocimiento del ICBF tenía un trasfondo mucho más amplio, pues no sólo se estaban utilizando a los niños para ejercer la mendicidad, sino que se conocieron quejas de maltrato físico, de indolencia frente al estado de salud de los menores, especialmente del niño, quien requería de forma urgente la práctica de una cirugía, de lo cual tenían conocimiento desde su nacimiento, pero al momento de intervención de la Defensoría de Familia no se había gestionado ni siquiera su autorización, sumado a ello, se evidenció algo mucho más alarmante, y es la posible conducta de abuso sexual ejercida sobre una de las niñas, quien manifestó que su padre le tocaba los senos y la vagina.   
También quedó establecido que los niños no estaban viviendo unas condiciones de salubridad adecuadas en su hogar, que dormía toda la familia en una sola cama, lo que no pudo verse atribuido a la situación de pobreza que el accionante manifiesta, pues para ese momento el señor REINALDO se encontraba trabajando en una agencia de maderas, sumado a lo cual recibía ayudas del Estado, cada seis meses por su condición de desplazado, y cada dos meses por el programa familias en acción.   
Todo lo dicho hasta ahora, es suficiente para llevar a concluir que el ICBF actuó conforme las circunstancias lo exigían, y el proceso   que culminó con la declaratoria de la condición de adoptabilidad de los tres menores se adelantó, en todo caso, conforme a las facultades con que legalmente cuenta esa entidad, como inicialmente se explicó.  
Ahora, si el señor REINALDO no estuvo de acuerdo con las decisiones que en esa oportunidad se tomaron, debe decirse que en ningún momento se le negó la oportunidad de controvertirlas, mírese que la decisión que hoy cuestiona fue proferida desde el 18 de agosto de 2015, sin embargo ahora, casi dos años después, acude a este mecanismo constitucional alegando una presunta vulneración de sus derechos, los cuales, resáltese, no fueron discutidos en la oportunidad procesal correspondiente, pues contra esta decisión tenía dos alternativas válidas, una de ellas era presentar recurso de reposición al momento de la notificación que se le hizo de dicha decisión, la otra de ellas era que su caso fuera resuelto en una segunda instancia por un Juez de familia en sede de homologación, sin embargo guardó silencio sin hacer nada frente a la situación que a estas alturas dice afectarle, logrando de esta manera que la decisión que ahora demanda haya cobrado firmeza al quedar ejecutoriada desde el 5 de octubre de 2015.     
Lo dicho hasta ahora nos ubica dentro de dos causales de improcedencia de la acción de tutela, las cuales fueron abordadas de forma acertada por la Juez Cognoscente, una de ellas es el incumplimiento al requisito de subsidiariedad
 de la acción de tutela, puesto que el accionante no agotó los mecanismos legales que tuvo a su alcance para cuestionar las decisiones con las cuales no estuvo de acuerdo en su momento, por lo que no es esta la oportunidad para revivir las etapas procesales que dejó fenecer cuando resolvió asumir una actitud pasiva frente a un asunto que según él es tan significativo, situación que no puede ser pasada por alto, pues con ello se atentaría, entre otras cosas, contra el principio de seguridad jurídica; ello se correlaciona de forma directa con el incumplimiento al requisito de la inmediatez
, pues no se entiende cómo el señor REINALDO dejó transcurrir tanto tiempo para acudir a este mecanismo constitucional, sin haber realizado ningún tipo de gestión para conjurar el daño supuestamente causado, lo que da credibilidad a las manifestaciones hechas por la accionada acerca del desinterés mostrado por su parte en el transcurso del proceso, en el que inclusive tuvo la oportunidad de que se le otorgara la posibilidad del reintegro familiar, previo al seguimiento en el que se demostrara su idoneidad como padre de los niños.
Así las cosas, encuentra esta Colegiatura que la decisión tomada en primera instancia fue atinada al afirmar que no se cumple con los requisitos de procedencia de la presente acción constitucional, y por lo tanto, dicho laudo será confirmado en su totalidad.      
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 21 de marzo del presente año, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria

� Literal f, artículo 3º Ley 294 de 1996


� Ley 75 de 1968


� ley 7 de 1979


� Sentencia T – 396 de 2014, “Es reiterativa la posición de la Corte en cuanto a la improcedencia de la tutela cuando en desarrollo de un proceso judicial las partes pudieron valerse de los recursos judiciales ordinarios pero estos no fueron empleados oportunamente, ya que no puede constituirse en la vía para discutir situaciones jurídicas consolidadas que adquirieron firmeza por la caducidad de los recursos y acciones que no fueron utilizados oportunamente por los interesados. Entonces, por vía de tutela, no es viable revivir términos de caducidad agotados, en la medida que se convertiría en un mecanismo que atentaría contra el principio de seguridad jurídica y se desnaturalizaría el propósito mismo de la acción constitucional de protección de los derechos fundamentales. Es necesario que quien alega la vulneración de sus derechos fundamentales haya agotado los medios de defensa disponibles en la legislación para el efecto. Esta exigencia responde al principio de subsidiariedad de la tutela, que pretende asegurar que la acción constitucional no sea considerada en sí misma una instancia más en el trámite jurisdiccional, ni un mecanismo de defensa que reemplace aquellos otros diseñados por el legislador. Menos aún, que resulte ser un camino excepcional para solucionar errores u omisiones de las partes o para corregir oportunidades vencidas en los procesos jurisdiccionales ordinarios.”


� El Decreto 2591 de 1991 señala que el mecanismo constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, especialmente si se pretende dar protección inmediata ante la vulneración o amenaza de los derechos, sin embargo, la jurisprudencia ha precisado que cuando éste no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los mismos, debe ser interpuesta en un tiempo razonable desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión. 


Sobre este asunto ha definido la Corte Constitucional que “la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado”�.


De acuerdo a lo anterior, es concluyente que el requisito de la inmediatez se torna esencial para interponer la acción, es decir, que sin éste el mecanismo constitucional no está llamado a prosperar. Al respecto debe citarse lo expuesto en la doctrina de la Corte Constitucional así: “…  el constituyente asume que la acción de tutela configura un mecanismo urgente de protección y lo regula como tal.  De allí que choque con esa índole establecida por el constituyente, el proceder de quien sólo acude a la acción de tutela varios meses, y aún años, después de acaecida la conducta a la que imputa la vulneración de sus derechos. Quien así procede, no puede pretender ampararse en un instrumento normativo de trámite sumario y hacerlo con miras a la protección inmediata de una injerencia a sus derechos fundamentales que data de varios años”.�
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